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Procesada: CLH
Delito: Secuestro Extorsivo 
Asunto: Confirma auto de primea instancia 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRISIÓN DOMICILIARIA / COMO MEDIDA SUSTITUTIVA DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA / ENFERMEDAD GRAVE / ARTÍCULO 314 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL / PERSONA CONDENADA / APLICAN NORMAS SOBRE SUSTITUCIÓN DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD / ARTÍCULO 68 DEL CÓSIGO PENAL / REQUISITOS / SE NIEGA LA PETICIÓN.
El artículo 314 de la Ley 906 de 2004, regula el beneficio de la sustitución de la detención preventiva, el cual remite al artículo 461 de esa misma codificación, el cual establece que la detención preventiva en establecimiento carcelario puede ser sustituida por la del lugar de residencia, entre otros casos, cuando la persona procesada se encuentra en estado grave por enfermedad…
… la Juez Segunda Penal del Circuito Especializada de Pereira no le otorgó el beneficio pretendido a la acusada, teniendo en cuenta que de conformidad con el dictamen realizado el 5 de marzo de 2020 a la señora CLH por parte de un perito del INMLCF, las enfermedades que esta padece no son incompatibles con su permanencia en el sitio que le fue asignado por el INPEC para su detención. 

Para analizar lo pertinente, es necesario recordar el contenido del artículo 314 del CPP, referente a la “sustitución de la detención preventiva”…
Pese a que la juez de primer grado tuvo en cuenta los presupuestos contenidos en esa norma para denegar la sustitución de la prisión intramural por la internación en la residencia de la acusada, es preciso advertir que la señora CLH, fue detenida luego de que la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira hubiera proferido el sentido del fallo de carácter condenatorio…

Lo anterior, permite inferir que el internamiento de la señora CLH en el establecimiento “La Badea”, tiene como fin el cumplimiento de una sanción que le será impuesta mediante la respectiva sentencia, es decir que su privación de su libertad no es de carácter preventivo, ni en razón a una medida de aseguramiento, por lo cual las normas a aplicar en el caso concreto son las que regulan los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y para ello, se debe acudir de manera específica al contenido del artículo 68 CP…

… el internamiento de la señora CLH en el establecimiento “La Badea”, tiene como fin el cumplimiento de una sanción que le será impuesta mediante la respectiva sentencia, es decir que su privación de su libertad no es de carácter preventivo, ni en razón a una medida de aseguramiento, por lo cual las normas a aplicar en el caso concreto son las que regulan los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y para ello, se debe acudir de manera específica al contenido del artículo 68 CP…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, tres (3) de junio de dos mil veinte (2020)
Acta Nro. 429
Hora: 1:10 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR 
Se pronuncia esta Sala sobre el recurso de apelación interpuesto por la defensa de la señora CLH en contra la decisión del 3 de abril de 2020, del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, por medio del cual se le negó una solicitud de sustitución de la prisión en establecimiento carcelario por la del lugar de residencia, por enfermedad grave. 
2. ANTECEDENTES 
2.1 De conformidad con lo plasmado en el auto de primera instancia, el citado  despacho profirió el sentido del fallo de carácter condenatorio, dentro del proceso que se adelanta en contra de la señora CLH, al haber sido hallada responsable en calidad de cómplice de la conducta punible de secuestro extorsivo, motivo por el cual se expidió la respectiva orden de captura, la cual se hizo efectiva el 2 de febrero del año en curso, fecha en la cual se celebró la audiencia de control de su aprehensión, la cual fue declarada legal, y en consecuencia se dispuso la remisión de la acusada al centro penitenciario de esta ciudad.
2.2. El 24 de febrero de 2020 la abogada que representa los intereses de la señora CLH, radicó una solicitud de sustitución de la prisión domiciliaria por la del lugar de residencia, de conformidad con lo reglado en el artículo 314 del CP, por grave enfermedad, en la cual señaló que la procesada padece de “pénfigo”, patología que es inmunosuficiente, y por lo tanto las defensas atacan su organismo, además de que el medicamento que combate esa patología ataca a las mismas defensas, situación que la hace más propensa a contraer infecciones o bacterias. Así mismo aseguró que el padecimiento de la señora CLH también desencadenó otras enfermedades como la hipoglicemia.   

2.3 La juez 2º Penal del Circuito Especializado de Pereira, denegó dicha solicitud mediante providencia del 12 de marzo de 2020, ya que la misma no cumplía los requisitos establecidos en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, pues en aquella oportunidad no obraba el dictamen médico mediante el cual se acreditara que la señora CLH efectivamente presentaba una patología que fuera incompatible con su lugar de detención. Frente a esa decisión no se interpuso recurso alguno. 

2.4 El día 3 de abril de 2020 la abogada que representa los intereses de la procesada, allegó una nueva solicitud de sustitución de la prisión domiciliaria por la del lugar de residencia de la procesada, atendiendo la grave enfermedad que padece, a la cual anexó un dictamen expedido por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

3. SOBRE LA NUEVA PETICIÓN DE DETENCIÓN DOMICILIARIA 
3.1 El 3 de abril de  2020, la defensora de la señora CLH elevó nuevamente una solicitud de prisión domiciliaria, con base en la siguiente argumentación:
· El 5 de marzo de 2020 la procesada fue valorada por el médico legista, frente al requerimiento efectuado por la Defensoría Pública, quien dictaminó: “al momento del examen médico legal de quien, se presentó como CLH no se encuentran signos clínicos que permitan fundamentar un estado grave por enfermedad. Requiere control clínico, paraclínico con dermatología, ginecología y medicina general con periodicidad que definan los tratantes. Dichos controles pueden realizarse de forma ambulatoria. La autoridad judicial o carcelaria, debe coordinar lo pertinente para garantizar su realización o a través de los servicios de salud al cual tenga derecho la examinada. En sus actuales  condiciones y SIEMPRE Y CUANDO ESTÉN GARANTIZADAS LAS CONDICIONES DE TRATAMIENTO Y CONTROL MÉDICO YA MENCIONADAS NO FUNDAMENTA UN ESTADO GRAVE POR ENFERMEDAD…”.
· Con base en el resultado de dicha valoración, se ofició al establecimiento penitenciario “La Badea”, con el fin de que  informaran si la señora CLH se encontraba bajo alguna medida de aislamiento especial, ya que esta padece de una “enfermedad autoimnune cuyo tratamiento farmacológico es imnunosupresor”, y por ello presenta un sistema inmune débil, sin capacidad de combatir infecciones y enfermedades, por lo que un virus que normalmente no es peligroso , puede generar graves problemas en su salud , pues este tipo de pacientes permanecen con las defensas bajas, por lo que se requieren cuidados especiales, ya que puede contagiarse con facilidad, como lo advirtió el médico Gerardo Arturo Arellano Sánchez, dermatólogo de la Liga Contra el Cáncer. 

· La directora de ese  establecimiento penitenciario indicó que el “sitio de aislamiento actualmente solo se cuenta con un cuarto destinado para aislamiento de personas con enfermedades infectocontagiosas dentro del área de sanidad. PERO NO ES PARA AISLAR OTRAS PATOLOGÍAS CON INMUNOSUPRESIÓN O INMUNOSUPRIMIDAS, PACIENTES CON ESTE TIPO DE PATOLOGÍAS, DEBEN CONTAR CON UNAS CONDICIONES DE ASEPSIA MÍNIMAS, ADICIONADO AL HACINAMIENTO EN QUE SE ENCUENTRA EL CENTRO DE RECLUSIÓN NO ES POSIBLE GARANTIZAR A LA PPL LAS CONDICIONES DIGNAS Y ASÉPTICAS PARA EL AISLAMIENTO DE PATÓGENOS QUE PUEDAN COMPLICAR SU ENFERMEDAD DE BASE.” 
· La situación de la acusada es angustiosa, ya que el Estado no puede brindarle las garantías necesarias para que ella pueda sobrellevar su grave enfermedad de manera digna, en la medida en que la señora CLH tiene su boca llena de llagas, se le infectó un dedo de una de sus manos, infección que estaba avanzando, y presentaba un cuadro de constante diarrea. 
· La directora del establecimiento penitenciario de mujeres “La Badea” emitió un oficio, mediante el cual advirtió lo siguiente: “La garantía de controles de dermatología y medicina general depende de las asignaciones que (sic) de la EPS y de la disponibilidad de guardia”. 
· Esa institución se encuentra en situación de hacinamiento, por lo que no se hacen las remisiones que son requeridas a tiempo, ante la carencia de personal de guardia y a su representada no se le ha realizado ningún control, ni siquiera el ginecológico, mediante el cual se pueda establecer si padece una enfermedad grave y el establecimiento penitenciario donde se encuentra no tiene las condiciones de higiene óptimas para garantizar que su representada no adquiera cualquier “bicho” en ese lugar de detención, máxime cuando tiene a otras reclusas a muy poca distancia. 
· Se cuenta con un dictamen elaborado por un especialista en dermatología el cual fue allegado al proceso, en el que se establece que la acusada padece de una grave enfermedad que le impide permanecer en centro de reclusión. Adicionalmente, en la historia clínica llegada, se avizoran las múltiples visitas que la señora CLH le ha hecho a su médico con el fin de dar tratamiento a sus enfermedades crónicas. 
· Transcribió apartes de la sentencia C-163 de 2019 de la Corte Constitucional en lo referente al artículo 314 del CPP, y a la manera en la que los procesados pueden acreditar un grave estado de enfermedad, con base en conceptos de médicos particulares para sustituir la detención carcelaria por internación domiciliaria.

· La señora CLH no genera peligro para la sociedad, pues se encuentra vinculada al proceso desde el año 2010, nunca huyó de la justicia y cuando tuvo conocimiento de que obraba una orden de captura en su contra, decidió permanecer en su lugar de residencia esperando lo que iba a suceder, situación que permite inferir que ella puede recibir el tratamiento médico requerido desde su casa, cumpliendo de manera recta con los fines de la pena, lo que resulta más apremiante por la pandemia que está presentando que afecta a la población carcelaria, que vive en estado de hacinamiento, sin que se le garantice el acceso a los controles médicos. 

· Luego de que un recluso asiste a un centro médico, es puesto en cuarentena, y por esa razón se está evitando su desplazamiento hacia esos sitios, por lo cual solicita que la señora CLH pueda ser recluida en su hogar, atendiendo a las conclusiones del médico legista, quien adujo que “no se tenía en cuenta que padecía de enfermedad grave siempre y cuando se garantizaran las condiciones de tratamiento y control médico”, las cuales no le pueden ser proporcionadas por el establecimiento penitenciario en el que se encuentra recluida la acusada, ya que si bien se puede acceder a un turno para una cita médica, no se garantiza la remisión de la interna en atención a la disponibilidad de los guardias y a las condiciones que genera la presente pandemia, lo que ha hecho que cada día empeore la condición de salud de su representada.

· Por lo tanto solicitó que se le concediera la concedida la prisión domiciliaria a la señora CLH, y para tal fin allega un escrito a través del cual se analiza la enfermedad que padece la procesada, que tiene carácter grave, que en su opinión no fue analizado por los médicos legistas, quienes por no ser especialistas, en ocasiones emiten sus dictámenes sin ningún criterio. 
3.2 Anexo a su petición copia de los siguientes documentos: i) texto titulado qué es el “pénfigo vulgar”, el cual contiene fotografías; ii) oficio del 27 de marzo emitido por la directora del establecimiento penitenciario “La Badea”, mediante el cual se da respuesta a un derecho de petición elevado por el señor Juan Vargas Ovalle  su condición de técnico criminalístico de la Defensoría del Pueblo; y iii) dictamen UBPEI-DSRS-01081—2020 del 5 de marzo de 2020 realizado a la procesada por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 
4. SOBRE LA DECISIÓN RECURRIDA
4.1 La A quo no accedió a las pretensiones de la defensa, con base en los siguientes argumentos:

· El artículo 314 de la Ley 906 de 2004, regula el beneficio de la sustitución de la detención preventiva, el cual remite al artículo 461 de esa misma codificación, el cual establece que la detención preventiva en establecimiento carcelario puede ser sustituida por la del lugar de residencia, entre otros casos, cuando la persona procesada se encuentra en estado grave por enfermedad, la cual debe ser dictaminada por médicos oficiales, caso en el cual el juez definirá si esa persona debe permanecer en su lugar de residencia, o en una clínica u hospital. 
· En la sentencia C-163 del 10 de abril de 2019 de la Corte Constitucional se declaró exequible, de manera condicional, el numeral 4º del artículo 314 de la ley 906 de 2004, en el entendido de que también se pueden presentar peritajes de médicos particulares, para acreditar ese estado.
· En una oportunidad anterior se puso en consideración la misma situación en el caso de la señora CLH, y al ser resuelta su petición el despacho advirtió que la jurisprudencia ha sido enfática y clara al señalar que no solamente se debía demostrar que la persona presentaba una enfermedad grave, sino que además se debía acreditar que la naturaleza de su padecimiento hacia incompatible su permanencia en el establecimiento donde se encontraba detenida, y que para acceder a ese beneficio era fundamental la realización de un dictamen médico, como se dijo en las sentencias T440/14, T 035/13 y T 643/13, mediante las cuales la Corte Constitucional, denegó la sustitución de la prisión domiciliaria, por vía de tutela, a un enfermo terminal que presentaba una patología renal y otras personas que padecían enfermedades catalogadas como catastróficas como lo son el sida y la tuberculosis, en consideración a que los médicos que hicieron la valoración respectiva, habían concluido que dichos padecimientos no eran incompatibles con la vida en reclusión, aunque en esos casos se requirió al INPEC para que suministrara todos aquellos servicios médicos que estas personas necesitaran, por gozar de un status de especial protección constitucional al encontrarse disminuidos físicamente, línea jurisprudencial que guarda vigencia tal y como se establece en la mencionada sentencia C-163 del 10 de abril de 2019.
· En el caso de la señora CLH sus condiciones no son diversas a las fueron expuestas en el auto del 12 de marzo de 2020. 
· Además se cuenta con el dictamen expedido por el facultativo Gabriel Andrés Díaz Betancur, adscrito al INMLYCF, en el que se concluyó lo siguiente: “Al momento legal de quien se presentó como CLH no se encuentran signos clínicos que permitan fundamentar un estado grave por enfermedad. Requiere control clínico y paraclínico con dermatología, ginecología, y medicina general con la periodicidad que definan los tratantes. Dichos controles pueden realizarse de forma ambulatoria. La autoridad judicial o carcelaria, debe coordinar lo pertinente para garantizar su realización a través de los servicios de salud al cual tenga derecho la examinada. En sus actuales condiciones, siempre y cuando estén garantizadas las condiciones de tratamiento y control médico ya mencionadas no se  fundamenta un grave estado de enfermedad. Puede solicitarse una nueva evaluación médica –legal en 4 meses o antes si se produce  algún cambio sustancial en las condiciones de salud”.  

· Con base en lo anterior, se puede establecer que la señora CLH no satisface los requisitos exigidos en la norma en comento para cambiar su modalidad de internación, ya que en atención al dictamen aludido, el cual fue presentado como soporte a su solicitud, la acusada en la actualidad no padece de una enfermedad que sea incompatible con su la vida en reclusión, lo cual es un requisito imprescindible para cambiar su internación intramural, por la del lugar de residencia.
· La juez de primer nivel consideró que cuando el médico adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses plasmó en sus conclusiones la expresión “siempre y cuando estén garantizadas las condiciones de tratamiento y control médico ya mencionadas”, hacía referencia a lo indicado en el párrafo segundo de esa conclusión, es decir, que la procesada requiere de control clínico y paraclínico con dermatología, ginecología, y medicina general en los términos que refieran sus médicos tratantes, los cuales pueden ejecutarse de manera ambulatoria, y no como lo considera la defensora de la señora CLH, en el sentido de que esta debe permanecer en un lugar aislado. 

· Consideró que no era de su competencia entrar a emitir un juicio frente a la compatibilidad o no de la enfermedad que presenta la acusada con la prisión intramural, ya que el perito médico, luego de realizar un estudio de la historia clínica de la señora CLH, había concluido que el presupuesto establecido en la norma para cambiar su lugar de reclusión no se encontraba acreditado, manifestaciones que no podía desconocer. 
· Finalmente advirtió que dentro de las diligencias no obraba el oficio proferido por la autoridad carcelaria, al cual se había hecho referencia en la petición elevada por la defensa, pues el mismo no había sido allegado. Sin embargo, y en atención al principio de la buena fe, dispuso oficiar a la directora de la cárcel la Badea, para que ordenara realizar los controles clínicos y paraclínicos con dermatología, ginecología, y medicina general, atendiendo las recomendaciones de los médicos tratantes y de conformidad con las necesidades de la señora CLH, al tiempo que se debían atender las indicaciones de esos profesionales de la salud, para mejorar o mantener estable las condiciones de salud acorde con la patología que presenta la reclusa, acogiéndose a los planteamientos realizados en el dictamen emitido por el INMLCF, en el sentido de que ese centro carcelario debe ponderar la capacidad administrativa con que cuenta para atender a las patologías que padece la acusada o en caso contrario debe ordenar su traslado a una institución carcelaria del país, que cuente con la capacidad técnica y administrativa necesaria para que se le brinde a la interna el manejo adecuado de sus enfermedades y se atiendan las recomendaciones y prescripciones hechas por los médicos tratantes.
· Por lo tanto negó la solicitud de sustitución del lugar de reclusión donde debía permanecer la procesada.

4.2 La defensora de la señora CLH apeló la decisión.
5. SOBRE EL RECURSO INTERPUESTO
La argumentación de la defensora de la  señora CLH, se sintetiza así:
· Dejó constancia en el sentido de que el oficio remitido por el centro penitenciario “La Badea” fue remitido al correo del juzgado de primera instancia, solo que se hizo en un archivo aparte, frente al cual se pudo constatar que efectivamente había sido recibido y quizás por error de la A quo no se revisó este dicho documento, el cual anexa al recurso interpuesto. 
· La providencia de primera instancia no dio respuesta al requerimiento elevado, ya que a través de la misma se limitó a analizar las conclusiones del médico del INMLYCF, quien consideró que su prohijada no presenta una enfermedad grave que no pueda ser tratada en centro carcelario. Sin embargo en esa decisión se transcribieron apartes de ese dictamen donde el perito indicó que “siempre y cuando estén garantizadas las condiciones de tratamiento y control médico ya mencionadas”. 
· La señora CLH presenta un delicado estado de salud y principalmente un sistema inmunológico deteriorado. Sin embargo su médico tratante indicó que su enfermedad no era compatible con el internamiento en centro carcelario, por lo cual es indispensable tener en cuenta el concepto de ese especialista que fue aportado con la copia de su historia clínica, por provenir de la persona que la atiende hace años, ya que de conformidad con lo establecido en la C-163 de 2019, de la Corte Constitucional, existe la posibilidad de que se tenga en cuenta no solamente el dictamen del médico oficial, sino también de profesionales de la salud particulares, lo que no fue analizado por la juez de primer grado. 
· La petición elevada contiene pruebas sobrevinientes, como lo es el dictamen del médico legista, quien en su conclusión considera que a la procesada se le deben garantizar las condiciones de tratamiento y control médico, pero al oficiar a la directora de la cárcel, esta indicó que el control puede ser realizado por medio de la respectiva E.P.S y estaba condicionado a que se contara con un guarda de turno que pueda trasladar a ese sitio a la procesada, lo cual no representaba ninguna garantía para darle tratamiento a la enfermedad que padece su defendida, quien ha presentado retroceso en su estado de salud ya que le aparecieron unas lesiones en su boca, las cuales son dolorosas, y ha presentado otras infecciones. 
· En la historia clínica allegada obra constancia de los padecimientos de la señora CLH y también se aportó una definición de la enfermedad que ella sufre, con el fin  ampliar el conocimiento de la titular del despacho, que no tenía como fin usurpar la función del profesional del INMLYCF, sino que se diera credibilidad a lo expuesto por el médico tratante de la señora CLH. 

· En otra oportunidad la señora CLH fue valorada por parte de un médico legista, quien consideró que la procesada no podía permanecer en un centro de reclusión, situación que no ha presentado variación pues continúa con una enfermedad que es crónica y cada día empeora. 
· Esa defensora no pretendía que la acusada permaneciera aislada, lo que resulta ser lo lógico frente a la enfermedad que sufre. Sin embargo, permanece en el patio en estado de hacinamiento y expuesta a que se agrave su condición en cualquier momento.
· Aunado a lo anterior, se debe tener en cuenta que según la historia clínica de la señora CLH, esta presenta un constante sangrado que requiere de un legrado y biopsia, sin que a la fecha se le haya dado el tratamiento adecuado. 
· A la procesada no se le debería negar el derecho a estar en su domicilio, máxime cuando se está frente a un caso que fue fallado diez años después de haberse cometido los presuntos hechos, que según palabras de la misma juez de primer nivel es muy complejo, y que requiere que la sentencia sea recurrida. 

· En consecuencia solicitó que se revocara la decisión apelada y se le concediera la prisión domiciliaria a la señora CLH quien tiene arraigo con la comunidad, ha estado pendiente de la investigación que se adelanta, y aun sabiendo que había una orden de captura proferida en su contra, permaneció en su hogar hasta que la misma se hiciera efectiva. 

· Finalmente recordó que la SP de la CSJ se ha pronunciado en el sentido de que el procesado puede continuar en su domicilio hasta que la sentencia quedé legalmente ejecutoriada, lo cual en este caso seguramente tardará algunos años, debido a la congestión que presenta la Rama Judicial. 
6. CONSIDERACIONES

6.1 Competencia
De acuerdo con lo estipulado en el artículo 34, numeral 6º de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso propuesto por la defensora de la señora CLH contra la decisión asumida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira del 3 de abril de 2020.
6.2 Problema Jurídico a resolver: Se debe establecer el grado de acierto de la decisión adoptada por la A quo, mediante la cual negó a la señora CLH la “sustitución de la prisión en establecimiento carcelario por la del lugar de residencia”, por grave enfermedad, por no satisfacer las exigencias previstas en el artículo 314 del CPP. 

6.3 Según la decisión que dio origen al presente recurso, se advierte que la Juez Segunda Penal del Circuito Especializada de Pereira no le otorgó el beneficio pretendido a la acusada, teniendo en cuenta que de conformidad con el dictamen realizado el 5 de marzo de 2020 a la señora CLH por parte de un perito del INMLCF, las enfermedades que esta padece no son incompatibles con su permanencia en el sitio que le fue asignado por el INPEC para su detención. 

6.4 Para analizar lo pertinente, es necesario recordar el contenido del artículo 314 del CPP, referente a la “sustitución de la detención preventiva”, al cual hizo alusión la A quo en la decisión de primer nivel:
“La detención preventiva en establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de la residencia en los siguientes eventos:

(…) 

4.  Cuando el imputado o acusado estuviere en estado grave por enfermedad, previo dictamen de médicos oficiales.

El juez determinará si el imputado o acusado deberá permanecer en su lugar de residencia, en clínica u hospital.

(…) 

La detención en el lugar de residencia comporta los permisos necesarios para los controles médicos de rigor, la ocurrencia del parto, y para trabajar en la hipótesis del numeral 5.

En todos los eventos el beneficiario suscribirá un acta en la cual se compromete a permanecer en el lugar o lugares indicados, a no cambiar de residencia sin previa autorización, a concurrir ante las autoridades cuando fuere requerido y, adicionalmente, podrá imponer la obligación de someterse a los mecanismos de control y vigilancia electrónica o de una persona o institución determinada, según lo disponga el juez.
El control del cumplimiento de la detención en el lugar de residencia estará a cargo del Inpec, el cual realizará un control periódico sobre el cumplimiento de la detención domiciliaria y reportará a la Fiscalía sobre sus resultados para que si se advierten violaciones a las condiciones impuestas por el Juez se puedan adoptar las correspondientes acciones.

PARÁGRAFO. <Parágrafo modificado por el artículo 5 de la Ley 1944 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> No procederá la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario, por detención domiciliaria cuando la imputación se refiera a los siguientes delitos: Los de competencia de los jueces penales del circuito especializados o quien haga sus veces…” (Subrayado fuera de texto).

6.5 Pese a que la juez de primer grado tuvo en cuenta los presupuestos contenidos en esa norma para denegar la sustitución de la prisión intramural por la internación en la residencia de la acusada, es preciso advertir que la señora CLH, fue detenida luego de que la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira hubiera proferido el sentido del fallo de carácter condenatorio, dentro del proceso que se adelanta en su contra, al haber sido hallada responsable en calidad de cómplice de la conducta punible de secuestro extorsivo, motivo por el cual se expidió la respectiva orden de captura, la cual se hizo efectiva el 2 de febrero del año en curso, fecha en la cual se celebró la audiencia de verificación de legalidad de su captura y se dispuso su remisión de la acusada a un centro penitenciario.

6.5.1 Lo anterior, permite inferir que el internamiento de la señora CLH en el establecimiento “La Badea”, tiene como fin el cumplimiento de una sanción que le será impuesta mediante la respectiva sentencia, es decir que su privación de su libertad no es de carácter preventivo, ni en razón a una medida de aseguramiento, por lo cual las normas a aplicar en el caso concreto son las que regulan los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y para ello, se debe acudir de manera específica al contenido del artículo 68 CP, el cual indica lo siguiente: 
“ARTICULO 68. RECLUSIÓN DOMICILIARIA U HOSPITALARIA POR ENFERMEDAD MUY GRAVE. El juez podrá autorizar la ejecución de la pena privativa de la libertad en la residencia del penado o centro hospitalario determinado por el INPEC, en caso que se encuentre aquejado por una enfermedad muy grave incompatible con la vida en reclusión formal, salvo que en el momento de la comisión de la conducta tuviese ya otra pena suspendida por el mismo motivo. Cuando el condenado sea quien escoja el centro hospitalario, los gastos correrán por su cuenta.

Para la concesión de este beneficio debe mediar concepto de médico legista especializado.

Se aplicará lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 38.

El Juez ordenará exámenes periódicos al sentenciado a fin de determinar si la situación que dio lugar a la concesión de la medida persiste.

En el evento de que la prueba médica arroje evidencia de que la patología que padece el sentenciado ha evolucionado al punto que su tratamiento sea compatible con la reclusión formal, revocará la medida.

Si cumplido el tiempo impuesto como pena privativa de la libertad, la condición de salud del sentenciado continúa presentando las características que justificaron su suspensión, se declarará extinguida la sanción.”

6.5.2 Por su parte, el artículo 38 al que hace referencia la norma en comento, refiere: 

“ARTICULO 38. LA PRISIÓN DOMICILIARIA COMO SUSTITUTIVA DE LA PRISIÓN. La prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión consistirá en la privación de la libertad en el lugar de residencia o morada del condenado o en el lugar que el Juez determine.

El sustituto podrá ser solicitado por el condenado independientemente de que se encuentre con orden de captura o privado de su libertad, salvo cuando la persona haya evadido voluntariamente la acción de la justicia.

PARÁGRAFO. La detención preventiva puede ser sustituida por la detención en el lugar de residencia en los mismos casos en los que procede la prisión domiciliaria. En estos casos se aplicará el mismo régimen previsto para este mecanismo sustitutivo de la prisión.”

6.6 Para esta Sala es necesario dejar constancia en el sentido que de conformidad con el archivo remitido electrónicamente por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, la solicitud de reclusión domiciliaria por grave enfermedad, formulada por la abogada que representa los intereses de la señora CLH, solo estaba acompañada de los siguientes documentos: i) texto titulado “qué es el pénfigo vulgar”, el cual contiene fotografías; ii) oficio del 27 de marzo emitido por la directora del establecimiento penitenciario “La Badea”, mediante el cual se da respuesta a un derecho de petición elevado por el señor Juan Vargas Ovalle en su condición de técnico criminalístico de la Defensoría del Pueblo; y iii) el dictamen UBPEI-DSRS-01081—2020 del 5 de marzo de 2020 realizado a la procesada por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 
6.6.1 Por su parte, al documento mediante el cual se presentó y sustentó el recurso de apelación, se encuentra acompañado del oficio del 27 de marzo de 2020 expedido por la directora del establecimiento penitenciario “La Badea”. 

6.6.2 La abogada Noralba Sanchéz tanto en el escrito introductorio como en el que fundamentó su inconformidad con la decisión recurrida, mencionó de manera reiterativa el contenido de la historia clínica de la acusada y del concepto emitido por un especialista en dermatología, pero lo cierto es que esa documentación no arribó a esta Colegiatura, y de conformidad con la certificación emitida por el despacho de primera instancia, la epicrisis y la certificación aludida, no fueron presentados por la mencionada profesional del derecho. 

En consecuencia, esta Colegiatura entrará a definir el asunto conforme a las pruebas allegadas mediante las cuales se defina cuáles son las condiciones médicas reales de la procesada, en aras de determinar si es procedente o no acceder a la solicitud del beneficio pretendido. 

6.7 En ese sentido obra el dictamen UBPEI-DSRS-01081—2020 del 5 de marzo de 2020 realizado a la procesada por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el cual se encuentra suscrito por el médico Gabriel Andrés Díaz Betancurth, en el que inicialmente hizo referencia a los documentos que le fueron presentados, referentes a anotaciones de diferentes instituciones en las cuales la señora CLH ha recibido tratamiento a su enfermedad. 
En ese mismo informe se plasmaron los antecedentes patológicos, quirúrgicos, traumáticos, psiquiátricos, hospitalarios toxicológicos y ginecológicos. 
Adicionalmente quedaron contemplados los diversos dictámenes legales que ese instituto le había practicado a la acusada en ocasiones anteriores. 
Frente a la patología autoinmune que presenta la señora CLH señaló lo siguiente: 

“Mujer en la sexta década de la vida valora en cuarto estado de salud con diagnóstico principal de pénfigo vulgar citando a dermatólogo tratante es “una enfermedad de causa desconocida, de origen autoinmune, que produce lesiones vésico ampollosas en la piel y las mucosas. La enfermedad se puede ver afectada por múltiples condiciones médica y por factores emocionales. El diagnóstico se ha confirmado clínica e histológicamente mediante la toma de biopsias en la piel. Desde el inicio de la enfermedad ha sido tratada mediante diversas modalidades con medicamentos que según la evidencia bibliográfica ofrecen mayor beneficio a sus riesgos. Tanto por su enfermedad como por los potenciales efectos adversos derivados de los tratamientos, la paciente debe mantenerse en controles periódicos con diferentes especialidades”. 
Si bien los medicamentos usados entrañan un riesgo de inmunosupresión, la señora CLH ha estado en vigencia periódica para descartar esta posibilidad así como para el control clínico respectivo. En el momento no hay vesículas, placas ni signos clínicos de infección, la enfermedad está comprometiendo menos del m.5 por cuento de la superficie corporal. No hay falla respiratoria ni cardiovascular.

No se ha documentado hasta el momento inmunosupresión o daño hepático por el tratamiento; sin embargo no se cuenta con los reportes de los últimos laboratorios solicitados en la evaluación del 18 de febrero de 2020. 

Revisando los estados de salud previos se observa que las condiciones clínicas actuales son muy similares a las objetivadas en el primer y segundo informe y dista demasiado del tercer informe. 

Los especialistas tratantes son enfáticos en indicar que se requiere seguir recomendaciones dirigidas a “evitar contacto con personas enfermas o estar es espacios cerrados o aglomeración de personas que puedan infectar su sistema inmune debido a los medicamentos inmunosupresoras que toma puede correr riesgo de contraer infecciones o gérmenes oportunistas que le puedan llevar a la muerte”, toda vez que la ponderación de la capacidad administrativa de lo recomendado por dermatología no es competencia de INML y CF se requiere que por parte de la institución carcelaria se verifique si es posible o no acatar las sugerencias en la cárcel La Badea o en alguna de las instituciones de la red carcelaria a nivel nacional. 
Refiere presentar diarrea desde su ingreso al centro de reclusión La Badea, de forma llamativa otras internas evaluadas para estado de salud han hecho la misma afirmación, lo cual insta a que se revisen los protocolos de buenas prácticas de manipulación de alimentos. Para este síntoma ha recibido tratamiento empírico, requiere revisión por parte del personal médico adscrito a la institución. 

También presenta sangrado genital de larga data el cual requiere valoración y concepto por parte de ginecología”. 

En el apartado de conclusiones, el perito en comento dictaminó: 

“Al momento del examen médico legal de quien se presentó como CLH no se encuentran signos clínicos que permitan fundamentar un estado grave por enfermedad 

Requiere control clínico y paraclínico con dermatología, ginecología, y medicina general con la periodicidad que definan los tratantes. Dichos controles pueden realizarse de forma ambulatoria. 

La autoridad judicial o carcelaria, debe coordinar lo pertinente para garantizar su realización a través de los servicios de salud al cual tenga derecho la examinada.
En las actuales condiciones, siempre y cuando estén garantizadas las condiciones de tratamiento y control médico ya mencionadas no fundamenta un grave estado de enfermedad”. 

6.8 De conformidad con el contenido del dictamen en comento, esta Sala considera que no se ha acreditado que la acusada presenta una patología que resulte incompatible con su lugar de reclusión, y esa circunstancia en particular le impedía a la funcionaria de primera instancia, acceder al beneficio solicitado a favor de la señora CLH, máxime cuando de conformidad con el principio de la libertad probatoria y lo señalado en la sentencia C-163 de 2019, no existe una evidencia diferente o que refute los argumentos esgrimidos por el perito del INMLCF, quien de manera acuciosa y con base en la historia clínica allegada a esa valoración y los dictámenes que sobre esa misma materia había expedido en oportunidades anteriores ese instituto, determinó que la enfermedad que padece la procesada puede ser tratada de manera ambulatoria, siempre y cuando se tengan en cuenta las observaciones que realicen los facultativos sobre la materia. 
De igual modo se aprecia que en consideración a lo dictaminado por el perito del INMLCF, la A quo en su determinación dispuso oficiar a la directora de la Cárcel de Mujeres La Badea, para que se ejecutaran los controles clínico y paraclínico con dermatología, ginecología, y medicina general con la periodicidad que definan los galenos tratantes que requiera la señora CLH, y que además se atiendan las recomendaciones que los mismos realicen para mejorar o mantener estable la patología que padece la procesada, a través de la capacidad administrativa con la que disponga en centro penitenciario en el cual se encuentra recluida, para atender a las patologías presenta la interna, o en alguna otra de las sedes de reclusión que existen en el país. 
6.9 Así las cosas, se considera que lo procedente es confirmar la decisión de primera instancia, sin perjuicio de que en atención a lo expuesto por la recurrente, se remita nuevamente a la procesada ante el INMLYC, con el fin de que el perito de esa entidad emita un nuevo dictamen, sobre si es posible que la señora CLH continúe o no en su actual lugar de reclusión, para lo cual deberá examinar el concepto del médico tratante particular de la procesada, ya que como lo expuso la recurrente, la sentencia C-163 de 2019 permite recurrir a conceptos técnicos provenientes de peritos particulares, para determinar la incompatibilidad de la reclusión en lugar carcelario, en los eventos de grave enfermedad debidamente demostrada.

Con fundamento en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, el 3 de abril de 2020, por medio de la cual rechazó la solicitud de reclusión domiciliaria por enfermedad muy grave, elevada a favor de la señora CLH. 

SEGUNDO: Atendiendo a lo manifestado en el apartado 6.9 de esta decisión, se debe remitir nuevamente a la procesada ante el INMLYC, con el fin de que el perito de esa entidad dictamine nuevamente sobre si es posible que la señora CLH continúe o no en su actual lugar de reclusión, para lo cual deberá examinar el concepto del médico tratante particular de la procesada, ya que como lo expuso la recurrente, la sentencia C-163 de 2019 permite recurrir a conceptos técnicos provenientes de peritos particulares, para determinar la incompatibilidad de la reclusión en lugar carcelario, en los eventos de grave enfermedad debidamente demostrada.

TERCERO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno. 

CUARTO: DISPONER que en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, no se realizará audiencia de lectura de la presente determinación, y por ende esta decisión se le notificará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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